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        CONSEJO REGIONAL 

         ECONOMIA SOCIAL


Expediente AR-6/2016
LAUDO que dicta el Árbitro D. José Francisco Duchel Rubio en el procedimiento de arbitraje en derecho promovido por Dª. XXXXX contra la cooperativa “XXXXX”, en relación con la impugnación del acuerdo del Consejo Rector de fecha 30 de diciembre 2015, ratificado en la Asamblea General celebrada el 19 de agosto de 2016, por el que se imponía una sanción de 2.100 Euros por la comisión de una infracción calificada como grave.  
ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO: Con fecha 4 de noviembre de 2016 se dirigió al Consejo Regional  de Economía Social de Castilla-La Mancha demanda de arbitraje en derecho suscrita por Dª. XXXXX de la que, como pretensión principal, se deducía la impugnación del acuerdo del Consejo Rector de la cooperativa “XXXXX de fecha 30 de diciembre 2015, ratificado en la Asamblea General celebrada el 19 de agosto de 2016, por el que se imponía una sanción de 2.100 Euros por la comisión de una infracción calificada como grave  
La documentación que se adjuntaba con la demanda ha sido objeto de estudio y valoración a la hora de dictar el presente Laudo.

SEGUNDO: Admitida a trámite la solicitud de arbitraje, se dio traslado de la misma a la cooperativa de referencia para su contestación, lo que tuvo lugar con fecha 21 de noviembre de 2016, en tiempo y forma, mediante escrito en el que se recogían las alegaciones que a su derecho convenían y en el que se adjuntaba asimismo diversa documentación que también ha sido admitida como prueba.

TERCERO: En fecha 21 de diciembre de 2016 tuvo lugar en la sede de los Servicios Periféricos en Cuenca de la Consejería de Economía, Empresas y Empleo, previa convocatoria, la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa.

Compareció al referido acto la solicitante de arbitraje, Dña. XXXXX, quien otorgó en ese momento representación a su esposo, D. XXXXX; por parte de la cooperativa demandada compareció D. XXXXX, abogado, adscrito al Ilustre Colegio de Albacete con el número XXX, cuya representación y demás circunstancias ya obraban en el expediente arbitral.  

Ambas partes ratificaron las alegaciones recogidas en los escritos presentados hasta la fecha, añadiendo la parte demandante que, en relación con los motivos que justificaron la imposición de la sanción recurrida, la variedad de uva que cultiva se vendimia semanas antes de que la cooperativa abra sus puertas, con lo que no es posible llevarla en ese momento; en este sentido apunta el representante de la entidad demandada que las instalaciones de la cooperativa son en ocasiones insuficientes para admitir la cantidad de producto aportado por sus socios, viéndose en la obligación de cerrar sus puertas circunstancialmente incluso en plena campaña. Asimismo, respecto al fondo del asunto planteado, indica D. XXXXX que en el recuento de votos realizado en la Asamblea General que ratificó la sanción impugnada existían varias papeletas dudosas y que, teniendo en cuenta el apretado resultado de la votación, el mismo podría haber sido distinto. 
El representante de la cooperativa aportó nota instructa, de la que se facilitó una copia a la parte contraria, en la que se insistían en las alegaciones recogidas en la contestación a la solicitud de arbitraje presentada en su día. 
CUARTO: Respecto de la prueba propuesta, se admitió y se consideró pertinente toda la documental aportada por ambas partes tanto con la solicitud de arbitraje como con la correspondiente contestación, sin que en ese momento solicitaran la práctica de algún otro medio de prueba de los admitidos en derecho.
QUINTO: Respecto del preceptivo trámite de conclusiones, al amparo de las facultades que el artículo 26 del Decreto 72/2006 confiere al Árbitro, se acordó su celebración de forma simultánea con la vista para fijar los términos de la cuestión litigiosa, no existiendo oposición al respecto por ninguna de las partes en el procedimiento. La mencionada unificación de fases encuentra fundamento en la consecución de los principios de economía procedimental, agilidad e igualdad entre las partes que presiden los procedimientos arbitrales. 


En relación con lo anterior, tanto el demandante de arbitraje como la cooperativa solicitaron que se consideraran como conclusiones definitivas las recogidas en los distintos escritos que forman parte del expediente, así como las manifestadas durante la celebración de la vista preliminar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO: El presente procedimiento arbitral se encuadra dentro de la previsión del artículo 167 de la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, que establece esta solución para los conflictos que surjan entre los socios y la cooperativa a la que pertenezcan.


Más concretamente, el Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, reconoce en su artículo 3.1.a) legitimación activa para intervenir en procedimientos arbitrales a quienes estén en posesión de la condición de socio de una cooperativa o sociedad laboral castellano-manchega, tal y como sucede en el presente caso.

Por último, la Disposición Final de los estatutos de la entidad cooperativa que nos ocupa somete a mediación, arbitraje y conciliación las discrepancias o controversias que puedan surgir entre los socios y la propia cooperativa. 

SEGUNDO: Obligado es tratar en primer lugar si la demanda de arbitraje presentada puede o no ser considerada como extemporánea por haberse interpuesto fuera de plazo. Así lo alega la entidad cooperativa demandada en su escrito de contestación, y el hecho de tratarlo en este momento responde a que la propia naturaleza del concepto de caducidad de la acción que vamos a estudiar impide, de ser estimado, que se pueda entrar a valorar el fondo de la cuestión litigiosa que se plantea. 


La caducidad responde de forma escrupulosa a la necesidad de dar seguridad al tráfico jurídico. Dicho de otro modo, el efecto inmediato que se persigue con esta figura, que no es otro que la convalidación de los acuerdos por el transcurso del plazo de impugnación, descansa en la conveniencia de facilitar la certeza en las relaciones jurídicas de todo tipo, con el fin de evitar la perturbación tardía de las decisiones tomadas. Es evidente que las posibilidades de impugnación de acuerdos que contempla la Ley 11/2010, de Cooperativas de Castilla-La Mancha, no pueden persistir indefinidamente. Es necesario poner término a las situaciones de incertidumbre en el ejercicio del derecho a recurrir, sobre todo porque en no pocas ocasiones nos encontramos ante situaciones que hacen presumir el abandono de esa facultad por parte de su titular. Por tanto, la inactividad o falta de ejercicio del derecho o de la acción de que se trate dentro del plazo concedido puede considerarse contraria a la Ley, evitando de esa forma que pudiera extraer algún beneficio de ello quien precisamente no hace uso de esas facultades en el momento oportuno. De ese modo lo que se procura evitar es la generación de situaciones de una clara y prolongada inseguridad jurídica. 


Tratándose en el presente caso de una Resolución recaída en un procedimiento sancionador, los plazos para proceder a su impugnación vienen establecidos en el artículo 38 de la Ley 11/2010. De tal forma, en la letra c) del referido precepto se establece el plazo de un mes para interponer ante la Asamblea General el recurso contra el acuerdo de imposición de la sanción por parte del Consejo Rector; asimismo añade que, en los casos en los que el recurso no sea admitido o se desestime, se dispondrá del mismo plazo de un mes para impugnarlo ante la jurisdicción competente (en este caso debe entenderse la Comisión de Arbitraje y Conciliación de Economía Social en aplicación de la cláusula de sometimiento recogida en la Disposición Final de los estatutos sociales). En relación con lo anterior, el artículo 19 de los Estatutos Sociales de la entidad cooperativa demandada establece el mismo plazo de un mes para impugnar la desestimación por parte de la Asamblea General de las decisiones del Consejo Rector adoptadas en materia sancionadora. 
Pues bien, teniendo en cuenta estos datos, cabe decir que en el presente caso habrían transcurrido sobradamente los plazos para impugnar la decisión de la Asamblea General por la que se ratificaba la sanción impuesta por el Consejo Rector en su reunión de fecha 30 de diciembre de 2016. Indiquemos en este sentido que la notificación del acuerdo recurrido se produjo con fecha 8 de septiembre de 2016, tal y como consta acreditado con el acuse de recibo incorporado a la contestación a la solicitud de arbitraje como documento número dos, y que el recurso ante la Comisión de Arbitraje y Conciliación tuvo entrada en la estafeta de correos de Sisante el día 26 de octubre de 2016, encontrándose ya caducado el plazo que tanto la Ley como los Estatutos Sociales conferían a la socia afectada para impugnar el acuerdo que nos ocupa, debiéndose estimar la oposición a la demanda por extemporánea alegada por la entidad cooperativa. Bien es cierto que la parte demandante alegó durante la vista con objeto de fijar los términos de la cuestión litigiosa la confianza depositada en la persona que redactó la solicitud de arbitraje, quien, al parecer, fue quien se encargó también de presentarla, pero los plazos reflejados tanto en la Ley como en los Estatutos Sociales no admiten excepciones en ningún caso, y en el presente es un dato objetivo que la misma fue presentada de forma extemporanea.
La importancia del motivo de oposición que se estima es tal, que no resulta posible poder entrar a decidir sobre el fondo del asunto, ni siquiera a pesar de la buena voluntad mostrada por ambas partes en la defensa y argumentación de sus distintas posiciones. En efecto, considerar que la solicitud de arbitraje interpuesta en su día es extemporánea conlleva que nos encontramos ante una cuestión que podríamos denominar “de previo pronunciamiento” y cuya estimación, por su propia naturaleza, acarrea ineludiblemente la imposibilidad de entrar a analizar el ajuste a la legalidad de la sanción impuesta. 

Atendiendo a todo lo expuesto, el árbitro designado en este procedimiento, por la autoridad que le confiere el artículo 28 del Decreto 72/2006, de 30 de Mayo, que regula los procedimientos de Arbitraje, Conciliación y Mediación en el ámbito de la economía social, dicta el siguiente

LAUDO ARBITRAL


Debe desestimarse la solicitud de arbitraje presentada por Dª. XXXXX contra la cooperativa “XXXXX” sobre impugnación del acuerdo del Consejo Rector de fecha 30 de diciembre 2015, ratificado en la Asamblea General celebrada el 19 de agosto de 2016, por el que se imponía una sanción de 2.100 Euros por la comisión de una infracción calificada como grave.
El presente Laudo Arbitral será eficaz desde su notificación a las partes contendientes, la cual se llevará a cabo a través de la Secretaría de la Comisión de arbitraje, conciliación y mediación, no cabiendo contra él recurso ordinario, pudiéndose interponer los recursos extraordinarios de anulación y revisión previstos en el Título VII de la Ley 60/2003, de Arbitraje.
En Toledo, a 4 de enero de 2017
EL ÁRBITRO

FDO.: José Francisco Duchel Rubio
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